TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, ocho de octubre de dos mil nueve.

Acta No. 529 del 8 de octubre de 2009.

Expediente 66001-31-03-002-2009-00267-01

Se decide la impugnación que interpuso el apoderado judicial del  Municipio de Pereira frente a la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, en la acción de tutela que instauró la señora María Miriam Acevedo Sierra en nombre de la menor Diana Carolina Salgado Velarde contra la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, Unidad Territorial Risaralda, a la que fueron vinculados el impugnante, el Departamento de Risaralda y el Sistema Nacional de Atención a la Población Desplazada.

ANTECEDENTES

Se relató en la demanda y en su ampliación que Acción Social no ha otorgado a la joven Diana Carolina la prórroga de la ayuda humanitaria y el proyecto productivo que le prometió luego de realizar a su residencia visita social domiciliaria; que es la tutora y responsable de la citada menor quien cuenta con catorce años de edad y ocho meses y medio de embarazo; que la referida entidad le entregó ayuda en dinero efectivo para gastos de arrendamiento y comida y que se programó la entrega de otras ayudas que ahora se niegan.

Con fundamento en ese relato fáctico, pide la demandante se ordene a la demandada entregar la ayuda humanitaria y el proyecto productivo a que tiene derecho la citada menor.

ACTUACIÓN PROCESAL

La acción correspondió al Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira que la admitió por auto del 13 de agosto de este año y dispuso las notificaciones de rigor.

La Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, al ejercer su derecho de defensa, indicó que se ha hecho la entrega de ayuda humanitaria al núcleo familiar de la accionante consistente en atención psicológica, apoyo para arrendamiento, transporte, kit de aseo y alimentación, además se le dio dinero que fue cobrado el pasado 30 de julio. Expresó además que en la actualidad no tiene razón de ser la prórroga de los beneficios porque fue hace más de dos años cuando se otorgaron los citados auxilios de lo que se infiere que el estado de emergencia ha sido superado. Pide no acceder a las pretensiones porque no se ha vulnerado derecho fundamental alguno en tanto que han actuado dentro del marco de sus competencias y solicitó vincular a la acción al Municipio de Pereira y al Departamento de Risaralda, a lo que accedió el juzgado en providencia del 21 de agosto de 2009.

Por intermedio de apoderada judicial el señor Gobernador del Departamento de Risaralda se pronunció.  Indicó que la entidad ha llevado a cabo las acciones y programas impuestos por la ley, según su competencia y disponibilidad presupuestal, para la prevención del desplazamiento forzado. Transcribe jurisprudencia y normas que considera aplicables al caso y pide declarar improcedente la acción de tutela frente a ese ente territorial.

El Alcalde Municipal, por conducto de abogado, indicó que a la menor Diana Carolina Salgado, quien se encuentra inscrita como desplazada desde el 30 de marzo de 2007, se le ha brindado asistencia humanitaria, ha recibido visitas y ayuda por parte de Acción Social, se le otorgaron subsidios para la satisfacción de las necesidades básicas y ha recibido del municipio los beneficios que en materia de salud ha solicitado; se le benefició con inscripción en el Sisben y afiliación a la EPS-S Caprecom.  Con fundamento en esos argumentos se opone a las pretensiones ya que no ha vulnerado derecho fundamental alguno a la persona en favor de quien se solicitó el amparo.  Pide no acceder a las pretensiones incoadas frente a la entidad que representa.

La instancia culminó con sentencia del 27 de agosto último en la que se concedió el amparo reclamado y se ordenó a la Agencia Presidencial para la Acción Social que gestione y materialice la entrega de la asistencia alimentaria y de las ayudas humanitarias a que tiene derecho la menor Diana Carolina Salgado Velarde en su condición desplazada, así como la entrega del proyecto productivo que requiere. También se impuso al Municipio de Pereira la obligación de adelantar las gestiones necesarias para que ella y su hijo tengan a través de Caprecom la atención que requieren para mantenerse saludables, durante el primer año de vida del bebé y la madre en su condición de desplazada. Al Departamento de Risaralda se le exoneró de responsabilidad.

Consideró la funcionaria de primera sede necesario otorgar el amparo reclamado debido a la situación de vulnerabilidad en que se encuentra la joven que lo reclama, por su condición de desplazada, menor de edad y en estado de embarazo, situación que la hace objeto de especial protección constitucional.

El apoderado judicial del Municipio de Pereira, inconforme con esa decisión, la impugnó.  En el alegato respectivo expresó que la entidad no ha vulnerado derecho fundamental alguno a la tutelante, pues desde el 26 de enero de este año la menor Diana Carolina se encuentra afiliada al Sisben y recibe toda la atención en salud que requiere por medio de la EPS-S Caprecom; además, que la acción de tutela no estuvo dirigida a lograr amparo en el sentido en que fue concedido y solicita se revoque la sentencia porque se  dictó en relación aspecto no contemplado en la litis y en perjuicio de esa entidad territorial.

CONSIDERACIONES

La acción de tutela, consagrada en el artículo 86 de la Constitución Nacional, otorga a toda persona la facultad para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un trámite breve y sumario, la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, cuando resulten amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, en determinados eventos. La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. 

Pretende la demandante, por medio de esta acción, se ordene la prórroga de la ayuda humanitaria y el suministro del proyecto productivo a que tiene derecho la menor Diana Carolina Salgado Velarde por su condición de desplazada, beneficios que no han sido otorgados por la Agencia Presidencial para la Acción Social, Territorial Risaralda, a lo que accedió el juzgado en decisión que no fue impugnada, lo que permite inferir su conformidad con ella por la entidad obligada a cumplir la orden respectiva. 

Al señor Alcalde Municipal sí le causó agravio la decisión que frente a la entidad que representa se adoptó y por tal razón la impugnó. Los argumentos en que sustenta el recurso están debidamente identificados y a ellos han de concretarse las consideraciones de este fallo, pues, se insiste, las demás determinaciones contenidas  en la sentencia de primera instancia no fueron objeto de reparo alguno y la Sala tampoco tiene observaciones que hacer al respecto.

En consecuencia, será menester establecer, de acuerdo con los términos de la impugnación, si fue acertado el mandato impuesto a la entidad municipal de realizar las gestiones necesarias para que la  joven en cuyo interés se promovió la acción y su hijo “tengan a través de CAPRECOM, la atención que requieran para mantenerse saludables, durante el primer año de vida del bebé tal como la constitución lo establece y a la madre en su condición de desplazada”.

El medio excepcional de amparo constitucional tiende a conjurar la lesión o la amenaza de los derechos fundamentales, con el fin de permitir al titular su ejercicio o restablecer su goce; la efectividad de la acción reside entonces en la posibilidad para el juez de impartir una orden encaminada a la defensa actual y cierta del derecho conculcado. 

Por lo tanto, la  procedencia de la tutela exige la existencia de  acción u omisión atribuible a la persona o autoridad contra la que se dirige, a partir de la cual sea posible analizar si se ha producido la vulneración de los derechos fundamentales del peticionario. 

En el caso concreto, como ya se indicara, se solicitó el amparo con el fin de obtener que por la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional se autorizara la prórroga de la ayuda humanitaria de emergencia y la entrega del auxilio para un proyecto productivo, a la que considera tiene derecho la menor en cuyo interés se interpuso la acción, y fue citado al proceso el señor alcalde de Pereira porque a juicio de la entidad demandada, tanto las entidades municipales como las departamentales tienen responsabilidades frente a la población desplazada.

Sin embargo, ningún hecho se narró en la demanda, ni expuso la representante de Acción Social del que pudiera deducirse que la entidad municipal incurrió en conducta de la que pudiere desprenderse la lesión a derecho fundamental alguno y precisamente por tal razón, frente a ella no se solicitó ninguna medida de protección. Es más, de la declaración que rindió la promotora del proceso ante el juzgado de primera instancia, resulta evidente que a la citada joven se le han prestado sin dificultad alguna los servicios de salud por medio de la EPS-S Caprecom, beneficio que se le otorgó por su misma calidad de desplazada.

La funcionaria de primera instancia, antes de impartir una orden como aquella que le causa inconformidad al impugnante, ha debido determinar si existía lesión o amenaza de los derechos fundamentales invocados, porque sólo en evento de esa naturaleza resultaba posible imponer una orden para que cesara la primera o para precaver la segunda. Empero, sin realizar ningún análisis al respecto, procedió a impartir la orden que por obvias razones causó inconformidad al impugnante.

En esas condiciones, como no se alegó ni acreditó que se hubiese utilizado el preferente mecanismo de la tutela para obtener de la  Alcaldía Municipal las acciones tendientes a que la menor Diana Carolina y su hijo gozaran de atención médica, la que por demás se les ha brindado, no resultaba procedente impartir orden como aquella que se impugnó.

Por lo tanto, como se consideran acertados los argumentos de recurrente, se revocará el numeral segundo del fallo y en su lugar, se negará el amparo reclamado frente al Municipio de Pereira.  Las demás decisiones serán confirmadas.

No sobra advertir que el juzgado, por auto del 21 de agosto último, ordenó vincular a la actuación al “sistema (sic) Nacional de Atención a la Población Desplazada”, decisión que notificó por medio de oficio
 dirigido al representante legal de esa entidad “Acción Social”, y aunque se desconoce quien efectivamente recibió la comunicación, considera la Sala que tal vinculación no procedía porque ese Sistema, creado por la Ley 387 de 1997, está constituido por el conjunto de entidades públicas, privadas y comunitarias que realizan planes, programas, proyectos y acciones específicas tendientes a la atención integral de la población desplazada por la violencia, de acuerdo con el artículo 5º y su coordinación corresponde a la entidad demandada, como lo consignó su representante con el escrito por medio del cual ejerció su derecho de defensa.  Por tanto, la participación de esta última en el proceso era suficiente para decidir la cuestión.

Por lo expuesto, la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

1. CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el pasado 27 de agosto, en el proceso de tutela instaurado por María Miriam Acevedo Sierra en interés de la menor Diana Carolina Salgado Velarde, trámite al que fueron vinculados el Municipio de Pereira y el Departamento de Risaralda, excepto el numeral segundo que se REVOCA y en su lugar se niega el amparo reclamado frente a aquella entidad territorial.

2. Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

3. Lo aquí decidido notifíquese a la partes al tenor del canon 30 ibídem.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados.

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS          

GONZALO FLÓREZ MORENO 

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO       
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